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FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO / PETICIÓN / RECONOCIMIENTO DE PRESTACIONES SOCIALES / RECONOCIMIENTO PENSIÓN / EXPEDICIÓN ACTO ADMINISTRATIVO / CONCEDE – CONFIRMA  - Una vez recibida la solicitud, las secretarías de educación de las entidades territoriales deberán remitir dentro de los 15  días hábiles siguientes el proyecto del acto administrativo de reconocimiento de tales prestaciones a la Fiduprevisora S.A., para que en el mismo término  realice la revisión y aprobación, o las correcciones a que haya lugar. 

Aclarado lo anterior, y llevándolo al caso concreto encuentra esta Sala que en atención a la solicitud presentada por el accionante desde el 14 de julio de 2017, fue remitido el correspondiente proyecto de acto administrativo de reconocimiento por parte de la Secretaría de Educación Municipal de Pereira a la Fiduprevisora desde el 1° de septiembre de 2017, y conforme se observa en consulta realizada en la plataforma virtual de esa fiduciaria, desde el 25 de septiembre fue aprobada la prestación esperada, de lo cual se le informó al accionante sólo hasta el 24 de noviembre de 2017.  

Así las cosas, como quiera que en esta instancia no se tiene conocimiento cierto y real de lo ocurrido con el trámite de reconocimiento de pensión solicitado por el abogado accionante, y partiendo de la convicción de que los términos con que contaban ambas entidades para poner fin a los planteamientos propuestos por él se encuentran ampliamente superados, considera la Corporación que es necesario confirmar la decisión de instancia, en el sentido de conceder la solicitud de amparo invocada, sin embargo, se habrá de modificar el numeral segundo, para en su lugar ordenar que sean la Fiduprevisora S.A. y la Secretaría de Educación Departamental, quienes de manera conjunta determinen el estado en el que se encuentra la petición elevada por el accionante desde el 14 de julio de 2017, así mismo, deberán concluir el asunto con la expedición del acto administrativo que conceda o niegue las pretensiones formuladas, para lo cual se les concederá el término de quince (15) días hábiles.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, nueve (09) de febrero de dos mil dieciocho (2018) 

Hora: 7:10 a.m. 
Aprobado por Acta No. 130  
	Radicación:
	660013187004-2017-00095-01

	Accionante:   
	María Luz Valencia Castaño 

	Accionado:
	Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio

	Procedencia:
	Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y M. de Seguridad   

	Decisión: 
	Declara hecho superado  


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la Secretaría de Educación Municipal de Pereira, contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el 21 de noviembre de 2017, mediante el cual tuteló el derecho fundamental de petición de la señora MARÍA LUZ VALENCIA CASTAÑO.
ANTECEDENTES:
El abogado Alberto Cárdenas de la Rosa instauró acción de tutela en contra del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - Secretaría de Educación Municipal de Pereira, representando en calidad de apoderado judicial los intereses de la señora María Luz Valencia Castaño. 
Los hechos que originaron la solicitud de amparo constitucional están relacionados con un derecho de petición que presentó desde el día 14 de julio de 2017 ante esa entidad, y a pesar de haber transcurrido más de tres meses desde su interposición, no había obtenido respuesta frente a la misma. 

PRETENSIONES:
De acuerdo a lo anterior, solicitó el accionante que se tutele el derecho fundamental de petición de su prohijada y en consecuencia, se ordene a la entidad accionada que en el término de 48 horas dé respuesta a su solicitud. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 
El Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el día 14 de noviembre 2017, e inició  el correspondiente proceso en contra de la Secretaría de Educación Municipal de Pereira y el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 21 de noviembre de 2017 tutelar el derecho fundamental de petición del cual es titular la señora María Luz Valencia Castaño, toda vez que consideró el A quo que para ese momento se había superado ampliamente el término con que contaba la entidad para resolver el asunto planteado por el accionante, relacionado con el cumplimiento de una sentencia judicial mediante la cual se le ordenó a la misma un reconocimiento pensional en favor de la señora Valencia Castaño. Acorde con ello, se le ordenó a la Secretaría de Educación Municipal de Pereira que en el término de 48 horas diera respuesta a la actora del derecho de petición elevado ante esa entidad el 14 de julio de 2017. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
Secretaría de Educación Municipal de Pereira: por medio de escrito adiado el 27 de noviembre de 2017 impugnó la decisión de primera instancia. 

Como sustento de su inconformidad explicó en primer lugar cuál es el trámite que se le debe dar al tipo de solicitudes como la instaurada por la parte accionante, mismo en el cual no sólo se realizan gestiones por parte de esa Dependencia, sino también por el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, administrado por la Fiduprevisora S.A. 

De este modo, se puede extraer que el trámite ordinario para ese tipo de asuntos está contemplado en el Decreto 2831 de 2005, según el cual la respectiva Secretaría de Educación debe suscribir el respectivo proyecto de acto administrativo de reconocimiento pensional y posteriormente remitirlo a la Fiduprevisora S.A, entidad en la que se le deberá impartir la respectiva aprobación. Según tal disposición, desde el 1° de septiembre se realizó esa gestión. 

No obstante, esa misma entidad revisora expidió la Circular No. 010 del 1° de septiembre de 2017, con la que estableció un nuevo trámite para aquellos reconocimientos pensionales que se deben producir con ocasión de un fallo judicial, casos específicos en los que ya no se requiere que la Secretaría de Educación diligencie el proyecto inicialmente, sino que deberá remitir todos los documentos del caso para efectuar directamente su análisis y aprobación en la Fiduciaria, así como la respectiva inclusión en la nómina del reclamante, para finalmente remitir la certificación y hoja de revisión a la entidad territorial. 

Así las cosas, según afirma la recurrente, hasta la fecha no ha recibido por parte de la Fiduprevisora ni la hoja de revisión de la que habla la aludida circular, ni tampoco la aprobación del proyecto de acto administrativo que se les envió, para poder elaborar el documento definitivo. 

No obstante, expuso que una vez revisada la plataforma de la Fiduprevisora, se encontró que la prestación ya aparece allí aprobada, por lo que, reiteró, se encuentra a la espera de recibir el informe o paso a seguir respecto de su situación en concreto.    

Finalmente expuso que tal situación se puso en conocimiento del accionante mediante oficio enviado por correo electrónico al buzón que él aportó. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico a resolver: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si la decisión de primer nivel estuvo acertada al conceder la solicitud de amparo constitucional reclamada por el apoderado judicial de la señora María Luz Valencia Castaño, y en cuanto a las órdenes que para conjurar dicha transgresión se impartieron. 

3. Solución: 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección. 

Según el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, la acción de tutela es un instrumento confiado a los Jueces para brindar a quien la reclama, la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido quebrantados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en nuestra Carta Magna. 

El artículo 23 Superior establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", lo cual es concordante con el ejercicio de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva. En ese orden de ideas, y como lo ha decantado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, que ésta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante
, y finalmente que la misma sea efectivamente puesta en conocimiento del reclamante.

En el caso puesto en conocimiento de este Juez constitucional, la parte accionante pretende que se le dé una respuesta de fondo a la petición que hiciera ante la Secretaría de Educación Municipal de Pereira desde el 14 de julio de 2017, tendiente al reconocimiento de una pensión de jubilación en favor de la señora María Luz Valencia Castaño, y en cumplimiento a una sentencia judicial emitida en sede ordinaria por un Juzgado Administrativo.  

Teniendo en cuenta lo anterior, es pertinente remitirnos a lo estipulado en el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, el cual deja en cabeza de las secretarías de educación el deber de atender de forma inicial las solicitudes relacionadas con el reconocimiento de las prestaciones sociales a las que tienen derecho los docentes del Magisterio, cuyo trámite culminaría en el pretendido pago de la prestación que se llegare a reconocer: 
“De acuerdo con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces.”  

Una vez recibida la solicitud, las secretarías de educación de las entidades territoriales deberán remitir dentro de los 15
 días hábiles siguientes el proyecto del acto administrativo de reconocimiento de tales prestaciones a la Fiduprevisora S.A., para que en el mismo término
 realice la revisión y aprobación, o las correcciones a que haya lugar. 

Aclarado lo anterior, y llevándolo al caso concreto encuentra esta Sala que en atención a la solicitud presentada por el accionante desde el 14 de julio de 2017, fue remitido el correspondiente proyecto de acto administrativo de reconocimiento por parte de la Secretaría de Educación Municipal de Pereira a la Fiduprevisora desde el 1° de septiembre de 2017, y conforme se observa en consulta realizada en la plataforma virtual de esa fiduciaria, desde el 25 de septiembre fue aprobada la prestación esperada, de lo cual se le informó al accionante sólo hasta el 24 de noviembre de 2017.  

Así las cosas, como quiera que en esta instancia no se tiene conocimiento cierto y real de lo ocurrido con el trámite de reconocimiento de pensión solicitado por el abogado accionante, y partiendo de la convicción de que los términos con que contaban ambas entidades para poner fin a los planteamientos propuestos por él se encuentran ampliamente superados, considera la Corporación que es necesario confirmar la decisión de instancia, en el sentido de conceder la solicitud de amparo invocada, sin embargo, se habrá de modificar el numeral segundo, para en su lugar ordenar que sean la Fiduprevisora S.A. y la Secretaría de Educación Departamental, quienes de manera conjunta determinen el estado en el que se encuentra la petición elevada por el accionante desde el 14 de julio de 2017, así mismo, deberán concluir el asunto con la expedición del acto administrativo que conceda o niegue las pretensiones formuladas, para lo cual se les concederá el término de quince (15) días hábiles. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, ello en el sentido de tutelar el derecho fundamental de petición del cual es titular la señora MARIA LUZ VALENCIA CASTAÑO. 

SEGUNDO: MODIFICAR el numeral segundo de la sentencia de tutela revisada, para en su lugar ORDENAR que sean la FIDUPREVISORA S.A. Y LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE PEREIRA, quienes de manera conjunta determinen el estado en el que se encuentra la petición elevada por el accionante desde el 14 de julio de 2017, así mismo, DEBERÁN CONCLUIR EL ASUNTO con la expedición del acto administrativo que conceda o niegue las pretensiones formuladas, para lo cual se les concederá a cada una el IMPRORROGABLE término de diez (10) días hábiles.

TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional. Sentencia T-361 de 2009. Magistrado ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.


� Decreto 2831 de 2005, artículo 3º, numeral 3º: “la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente deberá (…) 3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral anterior del presente artículo”


� Decreto 2831 de 2005, artículo 4º, inciso 2º: “Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del proyecto de resolución, la sociedad fiduciaria deberá impartir su aprobación o indicar de manera precisa las razones de su decisión de no hacerlo, e informar de ello a la respectiva secretaría de educación”
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